Poder Judicial de la Nación


///Martín, 08 de mayo de 2009.



AUTOS Y VISTOS:



Para resolver en el presente sumario n° 4012 caratulado “Riveros Santiago Omar y otros por privación ilegal de la libertad, tormentos, homidicio, etc.” en relación al caso número 135 caratulado: “Mastinú, Martín y otros” anexado a la causa de referencia de este Tribunal a mi cargo y respecto de la situación procesal de SANTIAGO OMAR RIVEROS, de nacionalidad argentina, instruido, L.E. N° 3.083.907, Militar retirado, casado, nacido el 4 de agosto de 1923 en la localidad de Villa Dolores, Provincia de Córdoba, hijo de Arturo (f) y María Ester Castro (f), con domicilio real en la calle Tres de Febrero n° 1950, 4º piso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; actualmente detenido en el Complejo Penitenciario Federal II de Marcos Paz; LUIS SADI PEPA, instruido, de nacionalidad argentina, L.E. n° 5.890.174, ocupación militar retirado, casado, nacido en Paraná, Provincia de Entre Ríos el 9 de junio de 1926, hijo de Piergentino y Matilde Romani, con domicilio real en la calle Alsina n° 2738 de Florida, Vicente López, Provincia de Buenos Aires; actualmente detenido con prisión domiciliaria en el domicilio indicado precedentemente; JUAN CARLOS GERARDI, instruido, de nacionalidad argentina, L.E. n° 5.640.128, ocupación prefecto mayor (retirado), casado, nacido en la Corrientes Capital, el 9 de septiembre de 1931, hijo de Hércules Salvador (F) y Juana Francisca Zárate (F), con domicilio real en la calle Chubut n° 2045 de la ciudad de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires; ROBERTO JULIO ROSSIN, instruido, nacionalidad argentina, DNI n° 4.983.101, ocupación suboficial retirado de Prefectura, casado, nacido en la provincia de Buenos Aires el 26 de agosto de 1948, hijo de Julio (f) y Nelda Faggión, con domicilio real en la calle Humberto I n° 2940 10° piso “B”, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; ALEJANDRO PUERTAS, instruido, nacionalidad argentina, C.I. n° 5.988.678, ocupación ayudante de primera retirado de Prefectura, divorciado, nacido en San Fernando, Provincia de Buenos Aires el 18 de diciembre de 1954, hijo de Eduardo Cesar (f) y Elena Silvagni (f), con domicilio real en la calle Bolivia n° 1650 de Benavides, Partido de Tigre, Provincia de Buenos Aires; HECTOR OMAR MALDONADO, instruido, nacionalidad argentina, C.I. n° 8.461.136, ocupación suboficial retirado de Prefectura, casado, nacido en Tigre, Provincia de Buenos Aires el 26 de noviembre de 1950, hijo de Máximo Jerónimo (f) y Luisa Generosa Cruz (f), con domicilio real en la calle Pampa 1873 de Tigre, Provincia de Buenos Aires; constituyendo todos domicilio a los fines de la presente junto con su defensora Pública oficial en la calle Tucumán 2209 1er. piso de esta Ciudad y de JUAN CARLOS CAMBLOR, JOSÉ NORBERTO ISMAEL MAIOLO y JOSÉ LUIS PORCHETTO, cuyas demás datos personales obran en autos.



Y CONSIDERANDO:



I.- Los presentes actuados son instruidos como consecuencia de los hechos ilícitos sucedidos en nuestro país desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 10 de diciembre del año 1983, bajo jurisdicción del entonces Comando de Institutos Militares, con asiento en la guarnición militar de Campo de Mayo, por parte de las autoridades militares que en aquél tiempo ejercían el poder, denominándose a partir del mes de mayo de 1976, como zona de Defensa IV.


    Se pudo acreditar en diferentes pronunciamientos judiciales, entre los que merece destacarse la sentencia dictada por la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal en la causa 13/84, que durante los años indicados precedentemente el gobierno de facto implementó un plan sistemático de represión ilegal. 



    En el decisorio aludido, también se comprobó que el gobierno de facto, para cumplir con el citado plan, se valió de toda la estructura del Estado, para lo que contó con el personal de las distintas fuerzas de seguridad –Policía Federal, Policía de la Provincia de Buenos Aires, Prefectura Naval Argentina, etc.-, las que dependían operacionalmente del Ejército. Y de acuerdo esos medios se produjo el secuestro de personas, su traslado a lugares clandestinos de detención, su sistemática tortura y luego su liberación, legalización o su desaparición física.




Este juzgado tomó intervención en la presente causa, luego de la sanción de la ley 25.779, como consecuencia de la acordada del 18 de septiembre del año 2003, dictada por la Sala I de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, que así lo dispuso, por tener en la actualidad jurisdicción territorial respecto del Comando de Institutos Militares, que tenía su asiento en la entonces guarnición militar Campo de Mayo, y por encontrarse de turno a la fecha de dicho decisorio. Originariamente, este expediente tramitó ante la Alzada bajo el número 85.



Es en el marco de esta pesquisa que se anexaron diversas denuncias de ilícitos de esa índole relacionados a hechos sucedidos durante el período de mención, donde se acumuló, el caso número 135 caratulado: “Mastinú, Martín y otros”.



Ahora, corresponde señalar que los hechos investigados en esta causa constituyen delitos de lesa humanidad. Estos ilícitos, más allá de la calificación jurídica conforme a la legislación interna de cada uno de los Estados, interesan a toda la comunidad internacional porque afectan los derechos esenciales del hombre. Por ello, fueron receptados en varios instrumentos internacionales y el Estado Argentino se ha comprometido en el cumplimiento de esos tratados y convenciones. Entonces, en este contexto jurídico, es que debo dilucidar quienes fueron los responsables de los sucesos que acontecieron en nuestro país durante la última dictadura militar.



Cabe agregar también que se acreditó en la causa 13/84, que el entonces gobierno de facto estableció en todo el territorio de la Nación un modo criminal de lucha contra el terrorismo, y como consecuencia el país fue dividido en cuatro zonas de defensa (Directiva 404/75). De igual forma se comprobó que las órdenes eran impartidas por los altos mandos de las Fuerzas Armadas con el fin de apresar a los posibles sospechosos de tener vínculos con la subversión, acorde a la información de inteligencia que poseían y trasladarlos a centros situados dentro de unidades militares. 




Por otra parte, cabe poner de resalto que en aquél tiempo el Ejército Argentino dictó, entre otras, la orden parcial 405/76, del 21 de mayo de 1976, que sólo modificó el esquema territorial de la directiva 404 en cuanto incrementó la jurisdicción del Comando de Institutos Militares (Zona IV) a la que le agregó los partidos de Tres de Febrero, San Martín Vicente López, San Isidro, San Fernando, General Sarmiento, Tigre, Pilar, Escobar, Exaltación de la Cruz, Zárate y Campana, que se desgregaron del Comando de Zona I; dada la necesidad de intensificar la lucha contra la guerrilla en la provincia de Buenos Aires (cfr. autos 13/84, “La Sentencia”, T. I, pág. 102, 109, 111, 118, 123 y 133).




II.- Así, en los párrafos que siguen describiré cuales fueron los hechos denunciados y hoy investigados.




Caso N° 135 “Mastinú, Martín y otros”.



Hechos:



1.- El 22 de mayo de 1976 personas pertenecientes a las fuerzas de seguridad y militares armados, se hicieron presentes en la Isla Pacaribí, ubicada en la zona del Delta, partido de Tigre, Provincia de Buenos Aires, y comenzaron a disparar con el fin de detener a Martín Mastinú. Como consecuencia de ese accionar, se produjo el fallecimiento de Mario Bonarino Marras - cuyo cuerpo, a la postre, fue entregado a sus familiares en la Comisaría de Paraná de las Palmas de la provincia de Buenos Aires, y luego enterrado en el Cementerio de San Fernando -. Por otra parte, ese mismo día privaron de su libertad a Emilia Rosa Zatorre, quien fue violentamente encapuchada y esposada, para trasladarla hasta una dependencia que después identificara como la Comisaría de Tigre 1era. Posteriormente, fue llevada en idénticas condiciones a otro sitio donde fue sometida a pasajes de corriente eléctrica por su cuerpo mientras era interrogada acerca del paradero de su marido Martín Mastinú. Luego fue llevada nuevamente a la referida dependencia policial, hasta el 10 de junio de ese año en que fue dejada en libertad en el muelle de la misma isla donde fuera detenida.



2.- El 15 ó 16 de junio de 1976, se produjo la privación de la libertad de Santina Mastinú, también en la Isla Pacaribí, ocasión en la que había ido a buscar las pertenencias de su marido Marras que había fallecido el pasado 22 de mayo de ese mismo año. La nombrada fue llevada contra su voluntad a un lugar que reconoció como Prefectura Naval Tigre, donde permaneció unos tres días, oportunidad en la cual fue golpeada e interrogada acerca del paradero de su hermano Martín Mastinú, y luego dejada en libertad. 



3.- La citada Santina Mastinú fue nuevamente privada de su libertad aproximadamente a las 23:00 horas del 7 de julio de 1976, en la vivienda ubicada en la intersección de las calles Canadá y Gelly y Obes de la Localidad de El Talar de Pacheco, provincia de Buenos Aires, por cuatro sujetos que ingresaron a su domicilio, y se identificaron como pertenecientes al ejército, a quienes reconoció como los mismos que la habían llevado de la isla al momento de su anterior detención; los cuales bajo amenazas la obligaron a conducirlos, dentro de un automóvil de gran tamaño color rojo, hasta el domicilio donde se encontraba residiendo su hermano Martín Mastinú. 



4.- Fue así que los sujetos mencionados, ese mismo día, privaron de su libertad a Martín Mastinú quien se hallaba en la vivienda perteneciente a la familia De Montis, ubicada en la calle Riobamba N° 2522 de la Localidad de Beccar, provincia de Buenos Aires. Subieron al nombrado al automóvil donde se encontraba Santina, a la que dejaron en libertad en la esquina de su domicilio. Durante el procedimiento, el nombrado Mastinú reconoció como una de las personas que ingresaron a la vivienda a un sujeto llamado Porchetto, al que conocía porque había trabajado en Astarsa y luego dejado el empleo para ingresar a Prefectura Naval. El nombrado Martín Mastinú se encuentra desaparecido hasta el día de la fecha.



5.- El 8 de julio de aquel año fue nuevamente  privada de su libertad Emilia Rosa Zatorre, cuando se encontraba cuidando a su hijo en el Hospital de Niños de la entonces Capital Federal. En dicha ocasión la introdujeron en un automóvil de gran tamaño y color rojo, con la excusa de ser llevada a un supuesto reconocimiento de un cadáver, emprendiendo su recorrido directamente a la localidad de Tigre. Una vez allí, la trasladaron, en primer lugar, a una casa donde permaneció por un día vendada. Luego fue sacada de ahí y reubicada en una casilla de madera perteneciente a la Prefectura Naval donde permaneció un día más y fue interrogada acerca del paradero de su esposo. En la madrugada la llevaron en el automóvil detallado más arriba a una dependencia en donde quedó alojada y fue preguntada acerca de personas que desconocía. Dentro de este lugar la interrogaron una vez más, y mientras ello ocurría reconoció la voz de su esposo. Luego de ello, fue trasladada a otro sitio y, posteriormente, dejada en libertad en la Localidad de San Fernando, provincia de Buenos Aires. 



Pruebas:



Lo vertido en los párrafos precedentes tiene asidero en las constancias sumariales que a continuación se detallan:



A) Fotocopias certificadas de las declaraciones testimoniales prestadas por Juan Mastinú el 1° y 24 de octubre de 1984, donde hizo saber que el 22 de mayo de 1976 un grupo de personas vestidas de civil y otras con uniforme militar se presentaron en la Isla Paicaribí, donde secuestraron a la esposa de su hijo y mataron a su yerno. 



Asimismo, refirió que su hijo fue llevado cuando se encontraba en la casa de un pariente suyo de nombre Francisco Demontis, quien le hizo saber que se lo había llevado personal de Prefectura Naval.



Por otra parte, detalló las circunstancias en que el personal civil y militar persiguió a su yerno Mario Marras, y al poco tiempo escuchó varios disparos. Por último explicó que fue a la Comisaría de Paraná de las Palmas donde le entregaron el cadáver del nombrado, al cual enterraron en el cementerio de San Fernando (ver fojas 1 y 3).



B) Fotocopia certificada de la declaración testimonial prestada por Emilia Rosa Zatorre, el 1° de octubre de 1984 quien hizo saber que el 22 de mayo de 1976 fue detenida por un grupo de personas vestidas de civil y militares que se presentaron en la Isla Paicaribí preguntándole por su esposo. A su vez, contó que fue secuestrada y torturada, dejándola en libertad luego de veintidós días. Por otro lado, manifestó que el 8 de julio de ese mismo año fue detenida nuevamente por un grupo de personas vestidas de civil que la trasladaron a Tigre donde la encapucharon. Además, detalló como fue que escuchó la voz de su esposo, al que le preguntaron si conocía a la dicente, respondiendo éste que “sí, es mi esposa”. Posteriormente, fue retirada de ese lugar y dejada en libertad en la localidad de San Fernando, provincia de Buenos Aires (ver fojas 2).



C) Declaración testimonial prestada por María Manca de Mastinú el 29 de agosto de 1984, quien ratificó la denuncia presentada el 31 de julio de ese año ante el Juez Penal de San Isidro, en la que hizo saber que observó junto a su marido Juan cuando llegaban a la Isla Paicaribí una persona vestida de civil junto a un numeroso grupo de soldados con cascos y armas.



Relató que momentos antes su hijo Martín, su mujer Rosa, su otra hija Santina y su marido Bonarino Marras, como así también la hija de estos se habían ido a comprar algo al almacén en un bote y se enteró por declaraciones de otros isleños que estas personas fueron en dos lanchas y los atacaron matando así a su yerno Mario Bonarino Marras.



Después pudo observar la manera en que arrastraban a su nuera tirándole del cabello y a su nieta a la cual se la entregaron pero se llevaron a Zatorre hacia Tigre donde fue interrogada bajo torturas por el paradero del “Tano”.



Continuó diciendo que estuvo con uno de los conductores de las lanchas de pasajeros en las que arribó el personal militar a la isla Paicaribí, quién le refirió que pudo ver como un grupo de soldados disparaba sin razón alguna hacia un bote donde había varias personas, y cómo mataban a un hombre. Por otra parte, una vez que le entregaron el cuerpo de Mario Marras, lo velaron en su casa, y cuando abrieron el cajón pudieron ver que el cadáver tenía el rostro desfigurado por la cantidad de balas que había recibido.



Además, relató las circunstancias sufridas por Zatorre y por su otra hija Santina, como así también que su hijo era delegado de Astilleros Astarsa hasta enero de 1976, quien logró escapar de la isla cuando lo fueron a buscar en aquella oportunidad.



Ahondó que su hijo se mantenía oculto en la casa de unos parientes, donde el 7 de julio de 1976 a las 23 horas, fue secuestrado por una patrulla de cuatro personas armadas que ingresaron a la vivienda, comenzaron a golpearlo y se lo llevaron.



Por último, destacó que esas personas tenían la cara descubierta y su hijo pudo reconocer a uno de ellos de apellido Porcheto, quien era un ex compañero de Astarsa que en ese momento trabajaba en Prefectura Naval y le dijo por qué le hacía eso (ver fojas 16/19).



D) Copia del certificado de defunción de Bonarino Marras del que se desprende que la causa de defunción fue una hemorragia interna producida por herida de arma de fuego, ocurrida el 22 de mayo de 1976 a las 17:30 horas (ver fojas 25).



E) Copia del Legajo Conadep n° 728 correspondiente a Martín Mastinú que da cuenta de las circunstancias en que sucedieron los hechos aquí en estudio respecto de la privación de la libertad del nombrado y de las diferentes gestiones realizadas a fin de dar con el paradero del nombrado (ver fojas 199/233).



F)  Copia certificada de la declaración testimonial de Emilia Rosa Zatorre de fecha 24 de octubre de 1985, donde da cuenta de las circunstancias de tiempo, modo, y lugar en que fue privada de su libertad, llevada a la Comisaría de Tigre, como así también, del fallecimiento de Mario Bonarino Marras, y cómo su marido Martín Mastinú logró escapar en dicha oportunidad. Asimismo volvió a relatar los sucesos acaecidos en su segundo secuestro ocurrido el 8 de julio 1976.



G) Informe elaborado por la Comisión Provincial por la Memoria sobre de la desaparición de Martín Mastinú (ver fojas 324/363).



H) Informe elaborado por Prefectura Naval Argentina donde constan los datos filiatorios de Gerardi, Rossin, Puertas, Maldonado y Porchetto, pertenecientes a esa fuerza (ver fojas 496).



Prueba obrante en el Anexo Causa n° 22.854:



A) Fotocopias certificadas del recurso de Habeas Corpus interpuesto por María Manca de Mastinú en virtud de la desaparición de su hijo Martín Mastinú (ver fojas 1/2).



B) Declaraciones testimoniales prestadas por María Manca de Mastinú con fecha 21 de noviembre de 1977 y 27 de mayo de 1985 que da cuenta de los sucesos que le ocurrieron a su hijo Martín Mastinú. Asimismo brindó un pormenorizado detalle de cómo un grupo de hombres vestidos de civil y otros con uniforme militar arribó a la Isla Pacaribí y comenzaron a disparar, preguntando por “el tano”, como así también observó que estas personas se llevaron a Rosa Zatorre y mataron a Marras.



Continuó relatando que su hija Santina Mastinú le contó que había tenido que decirles a las autoridades que la fueron a buscar a su vivienda que Martín se encontraba en la casa de Demontis. 



Por último, indicó cuales todas las gestiones y trámites que realizaron tendientes a dar con el paradero de su hijo (ver fojas 7 y 151/153). 



C) Declaración testimonial prestada por Francisco Demontis con fecha 23 de noviembre de 1977 quien hizo saber que Martín Mastinú se encontraba en su casa de la calle Riobamba n° 2522 de la Localidad de Beccar, provincia de Buenos Aires, el 7 de julio de 1976, y que aproximadamente a las 23:30 horas ingresaron en su domicilio cuatro personas vestidas de civil, quienes se llevaron por la fuerza al nombrado Mastinú (ver fojas 8).



D) Declaraciones testimoniales prestadas por María Lucía Demontis, de fechas 28 de noviembre de 1977 y 21 de diciembre de 1984, donde refirió que el 7 de julio de 1976 aproximadamente a las 23:00 horas se encontraba conversando con su primo Martín Mastinú cuando en ese momento se hicieron presentes alrededor de cinco personas del ejército vestidas de civil, a quienes hicieron pasar a su domicilio, los cuales una vez en su interior, procedieron a detener al nombrado Mastinú.



Por otra parte, agregó que su primo al ver a estas personas tuvo un gesto de sorpresa, porque conocía a uno de ellos  (ver fojas 9 y 95).



E) Declaración testimonial prestada por Juan Mastinú el 10 de diciembre de 1984, quien relató la manera en la que tomó conocimiento de la desaparición de su hijo Martín. 



Del mismo modo, hizo saber que previo a que un grupo de personas se llevaran a su hijo, obligaron a su hija Santina bajo amenazas de matar a sus hijos, a que los conduzca a la casa donde se encontraba Martín.



Además, contó que Francisco Demontis y la hija de éste le dijeron que Martín había podido reconocer a una de las personas que lo fuera a buscar como un sujeto de apellido Porchetto quién había trabajado en la fabrica ASTARSA (ver fojas 91/92).



F)  Declaraciones testimoniales prestadas por Santina Mastinú, el 21 de diciembre de 1984 y el 21 de mayo de 1985, en las que explicó que aproximadamente el 15 de junio de 1976 fue secuestrada en la Isla Paicaribí, por personas vestidas de civil para interrogarla sobre el lugar donde se encontraba su hermano. Hizo mención que su marido Bonarino Marras fue muerto cuando se encontraba en esa Isla. 



A su vez, narró que el 7 de julio de ese año fue secuestrada nuevamente por las mismas personas que la habían privado de su libertad en la isla, quienes ingresaron a su vivienda, luego de revisar toda la casa buscando a su hermano Martín, amenazaron de muerte a sus hijos si no les decía donde se encontraba.



Dijo, que esas personas la retiraron de su casa y la introdujeron en un auto de color rojo y gran tamaño, teniendo que guiarlos hasta el domicilio donde estaba su hermano. Asimismo, hizo saber que una vez que llegaron a ese domicilio, tres de los sujetos que se encontraban en el automóvil ingresaron a buscar a Martín, quedando uno de ellos -el que hacía de chofer- junto a ella, que posteriormente tuvo que ayudar a sus compañeros a detener a Martín ya que éste se resistía.



Siguió contando que lo hicieron subir al auto, pasando la declarante al asiento delantero junto al chofer, y colocaron atrás a su hermano acostado en el asiento, a quien le pudo escuchar su voz, pues se quejaba de estar lastimado. Inmediatamente, ella fue llevada de regreso hasta su casa, no sabiendo nada más de su hermano al día de la fecha.



Expuso que su padre le comentó que su hijo Martín al ser detenido identificó a una persona de apellido Porchetto, presumiendo ella que se trataría del chofer del automóvil, ya que según los dichos de Demontis, Martín habría identificado al que ingresó a la casa en último término. 



Por concluir, aseguró que las mismas personas que la secuestraron en la isla fueron las que participaran en su nueva detención y en la de su hermano; y que posteriormente la visitaran en su hogar, para saber cómo se encontraba (ver fojas 96/97 y 144/147).



G) Declaración testimonial prestada por José Luis Porchetto quien refirió que actuaba como chofer de la Prefectura Naval Argentina, Delegación Tigre. Explicó la manera en que participó de tres procedimientos en los cuales detuviera a tres personas, por órdenes del jefe de la Prefectura Naval Tigre, Prefecto Principal Gerardi, quien a su vez, las recibía del ejército. Que a estos procedimientos iba junto a tres compañeros más de apellidos Puerta, Rossino, y Maldonado. 



Reconoció haber participado del secuestro de Martín y Santina Mastinú, y relató la manera en la que fueron a buscarla, quién los guió hasta la casa donde se encontraba su hermano. Cuando arribaron a dicho lugar, sus tres compañeros descendieron a fin de buscar a Martín y cómo éste se resistía a su detención, lo llamaron para que colaborara con la misma.



Agregó que al ingresar al domicilio la persona a la que buscaban lo reconoció y lo llamó por su apellido, pero el declarante manifestó que desconocía de quien se trataba. Que una vez detenido Martín Mastinú, fue puesto en el asiento trasero del automóvil en el que se trasladaban y llevado directamente a la Prefectura Tigre. Previo a ello, dejaron en libertad a la hermana del detenido (ver fojas 106/108).



H) Declaración testimonial prestada por Emilia Rosa Zatorre el 30 de mayo de 1985, en la que relató lo ocurrido el 22 de mayo de 1976, destacando la presencia de personal militar en el operativo. Señaló además que estuvo detenida en la Comisaría de Tigre 1° y que fue trasladada a una casa distante a media hora de aquella, en la que le aplicaron pasajes de corriente eléctrica en su cuerpo.



Por otra parte, dijo que el 8 de julio de 1976, fue privada de su libertad nuevamente en el Hospital de Niños de la Ciudad de Buenos Aires. Que a ese lugar llegaron acompañados por su cuñada Elda Rojas, que se trataba de tres personas vestidas de civil, explicándole que debía acompañarlos para reconocer un cadáver, dirigiéndose en un vehículo hacia la localidad de Tigre. 



Hizo saber, que durante ese trayecto le vendaron los ojos por lo que no sabe con precisión el lugar en donde estuvo, pero si que se trataba de la localidad de Tigre. Que en uno de los lugares donde estuvo, y en el que sufrió una sesión de torturas mediante la aplicación de electricidad, pudo escuchar la voz de su esposo Martín Mastinú, pero no pudo cruzar palabra con aquél.



Sostuvo que las personas que intervinieron en su segunda detención, también habrían participado en el hecho del 22 de mayo, y en la privación ilegal de la libertad que sufrió su cuñada Santina Mastinú (ver fojas 160/163).



I) Declaración testimonial de Alejandro Puertas el 30 de julio de 1985 quien explicó que prestó servicios en la Prefectura Naval de Tigre, encontrándose a cargo el Prefecto Principal Gerardi. Por otra parte, hizo saber que participó del operativo en el que se logró la detención de Martín Mastinú. Destacó que aquél día personal militar se hizo presente en la Prefectura Tigre y el Prefecto Gerardi le dio la orden de ir a buscar al “Tano” a quien se lo describió físicamente, para lo que formó un grupo con Porchetto, Rossin y Maldonado. Una vez lograda la detención del “Tano” lo trasladaron hasta la sede de Prefectura Tigre, y de allí se lo llevó el personal militar (ver fojas 182/188).



J) Declaración testimonial de Juan Julio Premat, prestada el 1º de agosto de 1985, quien era presbítero de la Parroquia Purísima Concepción de la Localidad de Pacheco y señaló que Martín Mastinú, a quien conocía por haber celebrado su casamiento, estuvo en la parroquia solicitándole un lugar para permanecer unos días en razón a qué personal militar lo había ido a buscar a la Isla Paicaribí. 



Agregó que solamente estuvo dos días y luego se fue según le dijo, a la casa de unos familiares que vivían por San Isidro o Beccar (ver fojas 191).



K) Declaración testimonial de Roberto Julio Rossin del 1º de agosto de 1985, quien explicó que prestó servicios en Prefectura Naval Tigre y que formó parte del grupo operativo que procedió a la detención de “El Tano”. Agregó que para ese procedimiento fue convocado por el Marinero Alejandro Puertas. Además explicó que en primer lugar fueron a un domicilio a buscar a una mujer y luego a otro donde en definitiva encontraron a la persona buscada. Afirmó también que al regresar a la Prefectura Tigre, en la puerta los esperaban personal militar, quienes se llevaron al “Tano”. Destacó también que Puertas fue quien recibió la orden de Gerardi (ver fojas 194/5). 



L) Declaración testimonial de Elda Rojas de Zatorre del 3 de septiembre de 1985, quien explicó que cinco personas fueron hasta su domicilio sito en la localidad de San Fernando, Provincia de Buenos Aires para preguntarle por su cuñada Emilia Zatorre de Mastinú. Estas personas la obligaron a acompañarlos hasta el Hospital de Niños en su búsqueda. Sostuvo que los mismos utilizaban pelucas y bigotes postizos para no ser reconocidos.



Señaló que en el Hospital se llevaron a su cuñada y la dejaron al cuidado de su sobrino. Agregó que luego de unos días su cuñada regresó, y que por su hermetismo no pudieron dialogar, aunque supo que en esa oportunidad pudo estar con Martín Mastinú.



Para finalizar, detalló que pudo ver a Zatorre luego que fue liberada de su primera detención con signos de haber sido torturada y maltratada, con aspecto de gran abandono (ver fojas 237/8).



LL) Declaración testimonial de Héctor Omar Maldonado, brindada el 5 de septiembre de 1985, donde manifestó que prestó servicios en Prefectura Zona Tigre, e indicó que Luis Puertas le comunicó que debían salir en comisión para realizar un operativo del que también participarían Rossin y Porchetto.  



Agregó que fueron a un domicilio en la localidad de Pacheco, donde Puertas bajó a la vivienda y volvió junto con una mujer. Esa persona identificó otro domicilio que era en la Localidad de Beccar o Victoria. Allí bajaron y Puertas indicó a los ocupantes que buscaban a alguien apodado “Tano”. Una vez llevada a cabo la detención de esa persona la llevaron de regreso a la Prefectura Tigre, y luego en ese lugar y bajo las órdenes del Prefecto Gerardi, al mismo se lo llevó personal vestido de civil, que aparentemente resultaba ser militar (ver fojas 252/253).



M) Acta de inspección ocular llevada a cabo el 9 de septiembre de 1985 en la sede de la Prefectura Naval Argentina Tigre en la que consta que Emilia Rosa Zatorre reconoció dicho lugar como aquel en el que estuvo detenida ilegalmente (ver fojas 275).



N) Fotografías correspondientes a la inspección ocular llevada a cabo en la sede de Prefectura Naval Tigre y peritaje planimétrico de la Sección Vanguardia del mismo lugar (ver fojas 298/302 y 304/306).



Ñ) Declaración testimonial de Juan Carlos Gerardi del 10 de septiembre de 1985, quien manifestó que se desempeñó como  prefecto mayor a cargo de la Zona Tigre. Explicó que la Prefectura Naval Argentina estaba subordinada a las Fuerzas Armadas, concretamente a un plan denominado “Placintara”. 



Ahondó diciendo que, la fuerza a la que pertenecía debía colaborar tanto con la armada como así también con las fuerzas del ejército de Campo de Mayo.



Por otra parte, sostuvo que personal del ejército se presentaba en la Delegación Tigre de la Prefectura, y que en varias oportunidades previo a ello se efectuaba algún llamado telefónico para avisar (ver fojas 278).



Prueba anexada al presente caso:



A) Anexo de la causa 22.854 correspondiente a “un informe emanado de Prefecto Naval Argentina; fotocopias del libro guardia de prefectura Tigre de fecha 7 al 12 de julio de 1976”.




B) Anexo de la causa 22.854 correspondiente a: “Personal de Servicio de la Delegación de Inteligencia Tigre año 1976; informe de Jefatura de Policía Provincial e informe de Delegación Inteligencia Tigre (Suboficiales).



C) Anexo de la causa 22.854, correspondiente a: Fotocopias causa 7297 “Manca de Mastinú, María –interpone recurso de habeas corpus- Mastinú, Martín.” 



D) Anexo de la causa 22.854, correspondiente a: “Fotocopias  Habeas Corpus 5673 -Mastinú, Martín- Jdo. Penal 7 –Sec. 14.” 



E) Anexo del expediente 1604, caratulado: “Mastinú, Martino s/habeas corpus” del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N°6 de la capital Federal.



F) Tres anexos de las causas 26.144 con documentación de la Delegación de Inteligencia de Tigre, Policía de la provincia de Buenos Aires.  



III.- Declaraciones indagatorias:



Reseñados los hechos y las pruebas obrantes en la presente causa, surge que Santiago Omar Riveros estuvo a cargo del Comando de Institutos Militares durante el año 1976, entre otros. 

  


Que Luis Sadí Pepa cumplió funciones como Director de la Escuela de Comunicaciones, durante el año 1976 y 1977, Institución que tenía asignada operacionalmente el Área 420, con injerencia sobre la localidad de San Isidro, provincia de Buenos Aires.




Que el prefecto mayor (R) Juan Carlos Gerardi y los suboficiales Roberto Julio Rossin, Alejandro Puertas y Héctor Omar Maldonado, cumplieron funciones entre los meses de mayo, junio y julio de 1976 dentro de la Prefectura Naval Tigre, con asiento en esa Localidad, provincia de Buenos Aires.
 


a.- Fue así que, el 16 de abril del corriente año, se le amplió la declaración indagatoria a Santiago Omar Riveros, enrostrándole los hechos de los que fueran víctimas Zatorre, Marras, Santina y Martín Mastinú.
  


En aquella oportunidad se remitió a sus anteriores declaraciones (ver fojas 14.627/30).

 

b.- El día siguiente, se le amplió declaración indagatoria a Luis Sadí Pepa, quien refirió al tomar conocimiento de que en el procedimiento intervino personal de prefectura, que tal circunstancia ratificaba lo que había dicho oportunamente en su declaración anterior, en cuanto a que no tenía injerencia en las diferentes operaciones que eran realizadas por el ejército, ni por otras fuerzas de seguridad, toda vez que no había aportado recursos, ni materiales ni humanos para realizar los hechos que le son enrostrados. Además, manifestó no conocer los nombres de las víctimas mencionadas por estos hechos (ver fojas 14.631/33).




c.- El 24 de abril del corriente año se le recibió declaración indagatoria a Juan Carlos Gerardi, quién ratificó el contenido de la declaración testimonial que prestara oportunamente a fojas 278/279 de la causa N° 22.854 anexada al caso 135.




Por otro lado, aclaró que la presencia de personal perteneciente a las fuerzas armadas o a otras fuerzas en su dependencia se debía a dos cuestiones fundamentales. La consulta de un censo detallado de los pobladores ribereños, de casas de fin de semana, embarcaciones, y muelles existentes en la zona; o bien el requerimiento de personal baqueano para tareas de patrullaje por parte de la Infantería de Marina, que tenía un batallón en la localidad de San Fernando.



Asimismo, manifestó que no integró ni perteneció a ningún conjunto, ni participó en ninguna coordinación con otras fuerzas, más allá de las disposiciones del plan “PLACITARA”  que era un plan de subordinación y cooperación de Prefectura hacia las fuerzas armadas en la lucha contra la subversión.




Refirió que el único caso en que participó personal a su cargo en este tipo de operativos, fue en aquel en que se dio con el paradero de Martín Mastinú, que fue ordenado por un oficial de nombre “Rualdes”, oficial del ejército argentino.




Recordó que para este caso concreto dispuso a tres subordinados suyos en comisión a través de su segundo jefe, el Prefecto SAGER, quien con posterioridad le indicó que el procedimiento se había realizado y había quedado todo en manos del ejército.




En relación al procedimiento de la isla, lo único que pudo aclarar es que Rualdes, al momento de presentarse a pedirle personal, le comentó que se le había escapado un sujeto en una isla.



Finalmente, indicó que en la dependencia a su cargo sólo había personas detenidas por contravenciones, o a disposición de jueces de la jurisdicción, los cuales sólo podían permanecer por algunas horas, ya que no contaba con las condiciones adecuadas para que permanecieran allí detenidos y, que mientras estuvo a cargo de la misma nunca hubo personas detenidas en forma ilegal o relacionadas con la lucha contra la subversión, ni a disposición de personal militar (ver fojas 14.712/17).
 
 

d.- el 27 y 28 de ese mismo mes, hicieron lo propio Roberto Julio Rossin y Alejandro Puertas, quienes hicieron uso de su derecho constitucional de negarse a declarar (ver fojas 14.741/45 y 14.755/59).




Sin perjuicio de ello, posteriormente, el 5 de mayo, ambos ampliaron sus declaraciones, manifestando el primero de los nombrados que Gerardi le indicó a Puertas que debían ir a realizar una comisión, para lo cual irían ambos junto a Maldonado y Porchetto, el que vendría con un móvil. Que el destino al que tenían que ir se encontraba indicado en un papel que le entregaran a Puertas, pero que conocía como llegar a ese lugar únicamente Porchetto, y quedaba en San Isidro o Beccar. Que procedieron a la detención de la persona que buscaban y la llevaron a la Prefectura de Tigre donde al arribar se acercó el Sr. Gerardi junto a un grupo de personas pertenecientes al Ejército a las que le entregaron al detenido, desconociendo lo que sucedió con posterioridad(ver fojas 14.868/73). 



Asimismo, Alejandro Puertas, expuso que nunca participó de un sistema ilegal de represión ni tampoco de ningún accionar sistemático organizado por las fuerzas armadas. Que solo se limitó a cumplir comisiones y ordenes del servicio que le eran impartidas por sus superiores. Que más allá de las tareas de mantenimiento que realizaba, también cumplía con las funciones concernientes a la fuerza haciendo procedimientos policiales cuando lo convocaban, pero nunca le dieron ninguna orden que excediera sus funciones propias y normales como marinero.



Por otra parte, negó su participación en los hechos imputados, a excepción de la detención de Martín Mastinú, y relató que en una oportunidad su jefe Gerardi que se encontraba junto a unas personas que estaban vestidas de civil con aspecto de militares, solicitó su presencia, y le entregó un papel, diciéndole que fueran a buscar a una persona, que Porchetto ya estaba al tanto y que había ido a buscar un móvil. 



Prosiguió con su relato indicando que fueron junto a Rossin, Maldonado y Porchetto directamente a un domicilio en la zona de Beccar o San Isidro, donde detuvieron a Martín Mastinú, en razón a que Porchetto ya sabía a quién buscar. 



Que al llevar al sujeto detenido de regreso a la Prefectura Naval Tigre, por orden de Gerardi, lo entregaron a las autoridades militares, no sabiendo nada más de esa persona.



Por último, afirmó que efectivamente en una ocasión fue consultado respecto de la zona de la isla Paicarabí, tal como surge de su declaración testimonial, pero que nunca participó en ningún procedimiento en esa isla, agregando que en tal declaración figuran datos que nunca podría haber dicho, que la firmó sin leerla porque su jefe le había avisado que debía ir al Juzgado donde le tomarían una declaración, y que se quedara tranquilo que estaba todo arreglado (ver fojas 14.874/80).



e.- Para culminar, el 29 de abril y 7 de mayo declaró en los mismos términos que sus consortes de autos, Héctor Omar Maldonado, quién pese hacer uso de su derecho de negarse a declarar, hizo la salvedad que tomó conocimiento de su declaración testimonial -obrante en autos- unas semanas atrás, ya que en aquella oportunidad no la había leído, por lo que desconocía su contenido, y que en ningún momento dijo lo que surge de la misma.



Agregó, que sólo recibía órdenes, las cuales no podía cuestionar, indicando que le parecía una barbaridad la imputación que se le formulara, ya que sólo era un marinero, y que si no cumplía esas órdenes podría haber sido un desaparecido más.




Luego, en su ampliación, fue totalmente conteste a lo expresado por Rossin y Puertas en cuanto a que sólo participó junto a ellos y Porchetto en la detención de una persona que estaba en una casa por la zona de San Isidro que sólo éste último conocía, negando el resto de los hechos imputados (ver fojas 14.774/78 y 14.903/08).




IV.- Valoración de la prueba:



Así las cosas, ya se ha dicho acertadamente en estos actuados, que el sistema de valoración probatoria que consagra nuestro ordenamiento procesal es el de la libre convicción o sana crítica racional (Art. 241 del CPPN), lo cual me posibilita valorar la prueba colectada en esta ardua pesquisa con total libertad, respetando siempre los principios básicos de todo proceso.   



De esta manera, el método de la libre convicción o de la sana crítica reside en que la Ley no vincula al Juez, fijándole normas que cercenen su arbitrio para establecer la forma en que se acreditarán los hechos ni le anticipa el valor de los instrumentos de prueba. Es decir, que el órgano judicial tiene amplia atribución para seleccionar dichos medios y para apreciarla, ya que tan sólo debe ajustar sus conclusiones a las reglas de la lógica, la psicología y la experiencia común (ver Carreras, Eduardo, “La sana crítica y el testimonio del coprocesado”, J.A., 15-1972, pág. 629).



En el sentido apuntado, la Excelentísima Cámara Federal de la Capital Federal en la causa 13/84 sostuvo que: “la sana crítica y apreciación razonada o libre apreciación razonada, significan lo mismo: libertad para apreciar las pruebas de acuerdo a la lógica y las reglas de la experiencia que, según el criterio racional personal del Juez, sean aplicables al caso…”.



Entonces para la adecuada recreación de los acontecimientos que se investigan en esta causa, adquieren singular valor probatorio los testimonios obtenidos durante el curso de esta instrucción, no sólo por el contexto social en que se desarrollaron aquellos sino también por la circunstancia de que las autoridades de facto de aquel tiempo dificultaron durante su gestión y después el acceso a todo tipo de información relacionada con la entonces denominada lucha contra la subversión.



Así, resulta demostrativo el contenido del decreto 2726 del 19 de octubre de 1983, que dispuso “Dénse de baja las constancias de antecedentes relativos a la detención de las personas arrestadas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de las facultades exclusivas otorgadas por el art. 23 de la Constitución Nacional durante la vigencia del estado de sitio, que serán eliminadas por el procedimiento que en cada caso se considere más conveniente”. En idéntico sentido, aparece el mensaje militar 561/83, glosado a fojas 5465 de estos actuados, donde se ordenó a los encargados de las zonas en que se dividió el territorio que hubieran recibido documentación clasificada relacionada a la lucha contra la subversión, que procedan a su devolución inmediata para la incineración por acta.



Las razones brevemente expuestas, unidas a los más de treinta y dos años que han transcurrido desde estos sucesos, hace sumamente dificultoso incorporar nuevos elementos probatorios, con lo cual, la prueba testimonial que luce glosada en el caso en estudio adquiere un valor trascendental para el esclarecimiento de los hechos aquí investigados.



Frente a este cuadro de situación y por los argumentos expuestos, ese material probatorio sumado al resto de los indicios colectados, resultan suficientes para alcanzar el nivel de convicción que se requiere para esta altura del proceso.



Sentado cuanto precede, y sobre la base de lo expuesto, entiendo que se encuentra “prima facie” acreditado que, luego de ser llevadas contra su voluntad en forma ilegítima, Emilia Rosa Zatorre y Santina Mastinú –en dos oportunidades cada una-, en las fechas y lugares consignadas en la descripción de los hechos aquí tratados, fueron conducidas mediante el uso de violencia y amenazas y con abuso de autoridad a distintas dependencias policiales como ser Comisaría 1° y Prefectura Naval, ambas de Tigre, y/o a un lugar anexo, conexo o lindante a esta última, que evidentemente eran utilizadas como centros clandestinos de detención, ya que han sido respectivamente reconocidos tanto por Zatorre, como por la nombrada Mastinú en sus correspondientes declaraciones. 



A su vez, resultan relevantes las confesiones efectuadas por las aludidas precedentemente que fueron contestes en afirmar que las personas que las privaron de su libertad en la “Isla Paicaribí”, participaron en cada una de sus nuevas detenciones. 



Resulta indicativo, por otra parte, que estas dos mujeres han asegurado que mientras se encontraban privadas de su libertad en condiciones inhumanas de alojamiento (tabicadas, atadas de pies y manos, etc.), fueron interrogadas y torturadas con el fin de obtener información acerca del paradero de Martín Mastinú, alías “El Tano”.



De la misma manera, puede sostenerse que Martín Mastinú fue privado de su libertad en forma ilegítima el 7 de julio de 1976 en el domicilio de la familia De Montis, ello a partir de los dichos de Francisco y María Lucia De Montis los que refirieron que efectivamente mientras se encontraban el día mencionado junto a él, llegaron a su vivienda cuatro personas que procedieron a llevárselo en forma violenta. Que en dicho procedimiento Mastinú reconoció a una de las personas que lo detuviera como a un ex compañero de la fábrica Astarsa, de apellido Porchetto.





Ahora bien, de las constancias obrantes en los presentes actuados no se puede aseverar el lugar exacto en el que Martín Mastinú fue alojado, ello a pesar de que su mujer Emilia Rosa Zatorre pudo escuchar su voz dentro de uno de los lugares en los que la misma permaneció privada de su libertad; pero sí puede sostenerse sin hesitación que aquél día fue detenido y a la fecha continúa desaparecido.



Confirman lo expuesto no sólo los testimonios reseñados, sino también, los numerosos planteos de Hábeas Corpus, notas y cartas presentadas en distintas sedes judiciales por sus familiares, con la finalidad de intentar dar con su paradero.



Del mismo modo, puede acreditarse que el deceso de Mario Bonarino Marras se produjo como consecuencia de una hemorragia interna ocasionada por una herida producida por disparos de arma de fuego lo que aconteció cuando fue atacado por fuerzas de seguridad en la Isla Paicaribí, durante el procedimiento llevado a cabo el 22 de mayo de 1976 (ver hecho identificado con el n°1).



Esta última circunstancia puede afirmarse, en primer lugar, teniendo especialmente en consideración el testimonio brindado por Juan Mastinú en cuanto observó como su yerno Bonarino Marras era perseguido por los bosques de la isla con su hija en brazos por este grupo de soldados que efectuaba gran cantidad disparos, y que momentos más tarde le entregó a la hija de éste. Además de ello, también manifestó que días después le fue entregado el cadáver del nombrado. 




En segundo término, María Manca de Mastinú fue conteste en afirmar que si bien no presenció el momento en que se diera muerte a Marras, pudo observar la llegada a la isla de fuerzas de seguridad armadas, como así también escuchar gran cantidad de disparos, y que vecinos del lugar le comentaron que vieron como un grupo de soldados disparaba sin razón a un bote en el que se encontraban Zatorre, Mastinú, y Marras.



Entonces, sí tenemos en cuenta que el cuerpo de Marras le fue entregado días después a sus familiares, los que al momento de su velatorio observaron su rostro desfigurado por la cantidad de balas recibidas, podemos señalar, sin vacilación alguna, que la persona que murió en aquél procedimiento, no era otro que Mario Bonarino Marras. 



Esta conclusión, se encuentra claramente confirmada por el contenido del certificado de defunción confeccionado respecto del nombrado del que surge que murió como consecuencia de una hemorragia producida por herida de arma de fuego. 



Por otra parte, es innegable que la ilegalidad e ilegitimidad de este sistema se advierte no sólo por el apresamiento violento de las víctimas sino también por el ocultamiento de las detenciones, por las condiciones en que permanecían alojados, como por la forma en que eran interrogados y el destino que ulteriormente se le daba a cada una de esas personas. Con lo cual, puede afirmarse, que el gobierno de facto instituyó un método impune y secreto en la lucha contra la subversión, ya que actuó desde la clandestinidad, creando zonas liberadas de control policial, ocultando el paradero de las personas detenidas y por último, negando, falseando o retaceando información a quienes intentaban obtenerla (ver causa n° 13/84 de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal).



Así puedo sostener, siempre con el grado de probabilidad que este estadio procesal requiere, que en los allanamientos ilegales, privaciones de la libertad, tormentos y homicidio de cada una de las víctimas mencionadas de la forma en la que fueran detalladas, participó personal perteneciente a la Prefectura Naval Tigre, bajo las órdenes emanadas de las autoridades del Comando de Institutos Militares, basadas en las directivas correspondientes a la “lucha contra la subversión” (directiva 404/75 y orden parcial 405/76), desarrollándose ese itinerario delictivo con la mayor clandestinidad posible.



Y digo esto, en razón a que el primer hecho cometido en este caso para detener a Martín Mastinú, alías “El Tano” fue realizado en la “Isla Paicaribí” en la zona del Delta, Partido de Tigre, provincia de Buenos Aires, donde el nombrado se hallaba residiendo, resulta ser jurisdicción de la Prefectura Naval de esa localidad y, cada uno de los sucesos ocurridos posteriormente, estuvieron concatenados con el único objeto de lograr la detención del arriba nombrado. 



Con ello, y dentro del sistema ilegal implementado puede advertirse que los militares se valieron del personal de la citada Prefectura para conformar un grupo que tuviera los medios idóneos y un acabado conocimiento de la zona del Delta, con el único fin de que su objetivo no se viera frustrado.



A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta según dichos de María Lucía De Montis, que Martín Mastinú habría reconocido al momento de su detención a uno de sus captores, lo cual guarda congruencia con lo declarado por Juan Mastinú, en cuanto a que Francisco De Montis le dijo que Martín había identificado a un sujeto de apellido Porchetto, que había sido compañero de trabajo en la fábrica Astarsa, quién luego habría renunciado para ingresar a la Prefectura Naval Argentina. 



Para concluir con esta idea, llama la atención al suscripto que al acontecer cada una de las privaciones de la libertad que sufrieran los familiares directos de la persona buscada, las mismas eran llevadas, sin perjuicio del lugar donde esas detenciones se concretaban, directamente a la sede de la Prefectura Naval Tigre, o a un lugar conexo a esta última.



Sobre la base de lo expuesto, resulta atinado sostener a esta altura que los padecimientos que sufrieran cada una de las víctimas ya mencionadas tuvieron como responsables a quienes, en aquellos años, formaron parte del tristemente conocido proceso de reorganización nacional.



Como colorario de lo expuesto, es criterio sostenido por la doctrina en cuanto al dictado del procesamiento “…se trata de la valoración de los elementos probatorios suficientes para producir probabilidad, aún no definidos ni confrontados, pero que sirven para orientar el proceso hacía la acusación, vale decir, hacía la base del juicio…” (Conf. Claría Olmedo, “Derecho Procesal Penal”, Ed. Marcos Lerner, año 1984 T.II, pág. 612).



V.- Valorada la prueba de los hechos narrados, en el presente considerando examinaré la responsabilidad que le cupo a cada uno de los indagados en autos, en los términos del art. 306 del Código Procesal Penal de la Nación.



El referido análisis lo realizaré por separado en razón al cargo que ostentaron los encausados en aquél año para un mejor orden de exposición.



a.- Situación procesal de Santiago Omar Riveros:



Se encuentra acreditado que Santiago Omar Riveros durante los años 1976 a 1978, estuvo a cargo del Comando de Institutos Militares, fue jefe de la guarnición militar de Campo de Mayo - donde aquel Comando tenía su asiento -, y jefe de la Zona de Defensa IV; circunstancias acreditadas tanto por las diferentes constancias acumuladas a este expediente como por sus propios dichos. De esta manera se ha demostrado que ese comando tenía bajo su órbita jurisdiccional diferentes Escuelas, que a su vez poseían como zona de influencia, determinada porción del territorio asignada.



En este contexto, corresponde analizar los hechos por los cuales se le ha ampliado su declaración indagatoria, y las razones por las que “prima facie” ha de responsabilizárselo. 



Vale destacar que las fuerzas de seguridad – policía, prefectura, gendarmería, etc. – que se hallaban bajo la órbita de la Zona de Defensa IV, estaban subordinadas al Comando de Institutos Militares, cuyas autoridades les proporcionaban los recursos humanos y materiales indispensables para que llevaran a cabo diferentes procedimientos en la lucha contra la subversión.



En ese contexto dentro de la denominada lucha contra la subversión se realizaron diferentes operativos; en particular el objetivo de este caso concreto era la aprehensión de Martín Mastinú, alias “El Tano” quien resultaba ser empleado y dirigente gremial de la fábrica Astarsa; es así que la estructura implementada por las juntas militares fue la que justamente permitió lograr ese cometido, puesto que dentro del ámbito del Comando de Institutos Militares, era el responsable de la totalidad de los procedimientos que se realizaban en el radio de su jurisdicción.



Entonces podemos afirmar que los distintos operativos, que de acuerdo a la forma en que se detallaron los hechos, tuvieron inicio en la “Isla Paicaribí” el 22 de mayo de 1976, y que continuaron prácticamente en forma ininterrumpida en el domicilio de Santina Mastinú, luego en la vivienda de la familia De Montis, y finalizaron el 8 de julio de ese año, con la detención de Emilia Zatorre en el Hospital de Niños de la Capital Federal, fueron realizados con el objetivo de capturar a Martín Mastinú, y dirigidos por el aquí imputado como consecuencia del sistema legal implementado. Con  lo cual, considero que no podría eximírselo de responsabilidad respecto del desarrollo de cada uno de los sucesos aquí tratados. 



De acuerdo a lo valorado anteriormente, se desprende que personal de Prefectura Naval Tigre, actuó bajo las órdenes impartidas por Riveros, que les fueron retransmitidas al jefe de esa Fuerza de acuerdo a la cadena vertical de mando; esto permitió concretamente que se lleven a cabo diferentes privaciones ilegales de la libertad, como así también imponer torturas, y consumar un homicidio.



No obstante ello, debo hacer hincapié que en razón al cargo que éste desempeñaba, resulta poco probable que haya participado de mano propia en el hecho investigado, aunque sí queda claro, que su actividad coadyuvó a la realización de los delitos de mención, puesto que les suministró a sus subalternos dentro del esquema implementado los medios necesarios e indispensables para que cada uno de ellos pudiera consumarse.



Así las cosas, puedo sostener a esta altura que Santiago Omar Riveros fue un eslabón esencial dentro del sistema ilegal implementado y coadyuvó dentro de la zona de defensa IV a que se consumaran los hechos denunciados en el caso que me ocupa. 




En cuanto a los hechos imputados, deseo remarcar que el nombrado al momento de prestar declaración indagatoria se remitió en un todo a lo dicho en sus anteriores deposiciones, motivo por el cual pese a no haber descargo que atender, dado que el mismo ya ha sido efectuado con anterioridad, me remito en un todo al análisis que se elaboró en aquella ocasión.



Sin perjuicio de ello, entiendo que aquellos dichos tampoco pueden ser considerados en esta oportunidad, ya que por un lado, dio un pormenorizado detalle acerca de cuales eran sus facultades y las de sus inferiores en las diversas operaciones que se realizaban en la lucha contra la subversión, y por otro, alegó desconocer las circunstancias que rodearon los hechos en análisis.



Todo ello, me permite tener por acreditado los extremos de los hechos que se le pusieran en conocimiento al encartado en la forma en la que se le hiciera saber y la responsabilidad que “prima facie” le cabría por los mismos, lo que me lleva a dictar su procesamiento en virtud de los términos previstos en el art. 306 del C.P.P.N.



Calificación Legal:



Ahora bien, llegado el momento de subsumir legalmente la conducta atribuida a Santiago Omar Riveros por estos sucesos en los tipos penales que correspondan, debo decir que se elegirán las versiones más benignas de esas figuras, por estricta aplicación del artículo 2 del Código Penal. 



En ese sentido deberá responder por el delito de allanamiento ilegal – un (1) hecho -; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas – cinco (5) hechos -; una de ellas, agravada por haber transcurrido más de un mes; imposición de tormentos – cinco (5) hechos -; y homicidio agravado por haber sido cometido por tres o más personas – un (1) hecho -; todos los cuales concurren realmente entre sí, y a su vez con los que oportunamente fuera cautelado (art. 55 del C.P.), debiendo responder con carácter de partícipe primario (art. 45 del C.P.).



En cuanto a las condiciones de ingreso del personal bajo sus órdenes al domicilio ubicado en la calle Canadá y Gelly y Obes, de la Localidad del Talar de Pacheco, Provincia de Buenos Aires, sin las formalidades exigidas por la ley, deben encuadrarse en el tipo penal de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.).




Respecto de las detenciones padecidas por Santina Mastinú, Emilia Rosa Zatorre, en dos oportunidades cada una, y de Martín Mastinú, deben subsumirse en la figura de privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional (art. 77 del C.P.) y agravada por el uso de violencia y amenazas reiterado en cinco hechos. 



 
De igual modo, y respecto de la privación de éste último debe atribuírsele además el agravante del artículo 142 inciso 5° del Código Penal, por haber transcurrido más de un mes.




En cuanto a las torturas físicas que padecieran Emilia Rosa Zatorre y Santina Mastinú, debe encuadrarse dentro de la figura legal de imposición de tormentos, reiterado en dos hechos. A su vez la circunstancia de que las nombradas estuvieran alojadas en condiciones inhumanas de detención dentro de centros clandestinos conforme detallaran las víctimas, implica un grave menoscabo físico y psíquico que debe ser equiparado a la imposición de tormentos, reiterado en tres hechos (art. 144 ter primer párrafo del C.P. según texto ley 14.616). 




Respecto del fallecimiento de Mario Bonarino Marras, éste debe ser encuadrado dentro de la figura de homicidio agravado, por el concurso de dos o más personas. Esto es así, por cuanto al momento de apersonarse las fuerzas de seguridad a la “Isla paicaribí”, la víctima se encontraba en condiciones de inferioridad numérica en cuanto a la cantidad de personas que intervinieron en el procedimiento que terminó con su vida, y material, porque no contaba con armamento alguno para repeler tal accionar. 




Esta circunstancia hizo que los autores del hecho actuaran con total seguridad sin que corriera peligro para sus vidas, configurándose en consecuencia el tipo penal y el agravante del tipo en análisis (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642).




Concluida la subsunción legal de los tipos penales enrostrados, podemos decir que de cada una de las conductas atribuidas se da tanto el aspecto objetivo como el subjetivo, puesto que para la consumación de esos hechos, actuaron en forma conjunta o indistinta funcionarios públicos.




La mera circunstancia de que en algunos procedimientos haya actuado personal vestido de civil, no excluye la responsabilidad del encartado, pues en el hipotético caso de que no haya sido personal del ejército ni de alguna fuerza de seguridad -que no es el caso tratado- fue personal que estaba subordinado a ellos, a través de las dependencias correspondientes.



Entonces, y teniendo en consideración que los hechos aquí graficados fueron la consecuencia necesaria de la estructura que implementó o facilitó mediante el aporte de recursos humanos y materiales, entiendo que deben serle atribuidos con la calidad de partícipe primario, en los términos del art. 45 del Código Penal. 



Sobre el punto, cuando en uno o varios hechos delictivos han participado varias personas, el problema que se presenta en materia de autoría, es establecer quién ha sido el autor y quiénes los partícipes. Cuando se habla de autor me refiero al sujeto que se le puede imputar el hecho como suyo, aquel que lo realiza. El partícipe primario es aquel que presta un auxilio o colaboración indispensable, sin la cual el delito no podría haberse cometido. La participación es la colaboración en un hecho ajeno, es decir, tiene carácter accesorio y depende de la existencia de uno o varios hechos principales.



Como se indicó, responderá de ese modo por la acreditación de estos hechos, con una atribución objetiva y subjetiva por haber tendido conocimiento y voluntad en la realización de esas acciones típicas, obrando con dolo directo en todos los casos a excepción del agravante del transcurso del tiempo respecto de Martín Mastinú y del homicidio de Mario Bonarino Marras, en los que actuó con dolo eventual, puesto que tal vez no fueron los resultados por él deseados, pero sin embargo de cierto modo aceptó el peligro probable de que ellos pudieran acontecer.




Finalmente los tipos penales detallados concursan materialmente entre sí, en los términos del art. 55 del C.P.



b.- Situación procesal de Luis Sadí Pepa:



Se encuentra acreditado que Luis Sadí Pepa cumplió funciones -al momento de los hechos- como Director de la Escuela de Comunicaciones, dependiente del Comando de Institutos Militares de la entonces Guarnición Militar ubicada en Campo de Mayo (Zona de Defensa IV), según las diferentes constancias acumuladas a la presente causa.



Lo expuesto posee sustento en los diferentes informes remitidos por el Estado Mayor General del Ejército, y también en los dichos expuestos por Riveros, Comandante de la mencionada zona de defensa, en las diferentes presentaciones que realizara.



En este contexto, corresponde analizar los hechos por los cuales se le ha ampliado su declaración indagatoria, y por qué “prima facie” ha de responsabilizárselo. 



Considero que las acciones delictuosas descriptas en el hecho identificado con el número 4, si bien no consta que hayan sido efectuados por subordinados suyos - de conformidad con lo expuesto al analizar y valorar la situación procesal de Riveros - fueron llevados a cabo mediante su cooperación, toda vez que ocurrieron dentro de un área ubicada bajo su ámbito.



Ello es así, pues como Jefe del Área 420 y en razón a la función que cumplía como tal, contaba con el control operacional de las fuerzas de seguridad, amén de los medios necesarios para la realización de las tareas que le demandaba la lucha contra la subversión en el área que le fuera establecida (decretos nros. 2771/75 y 2772/75 y Orden Parcial 405/76).



Así las cosas, y en virtud de la organización operacional del Ejército, es dable destacar que Pepa también ocupó un lugar relevante dentro de esa estructura militar, puesto que tenía en el área que le fuera asignada, amplias facultades para la toma de decisiones acerca de los operativos que se llevaban a cabo bajo su órbita.



Es por eso que considero que tiene una responsabilidad directa respecto del hecho que se le enrostró, ya que la vivienda en la que fue detenido Martín Mastinú se encontraba ubicada en un área de la cual tenía un acabado control, dado el organigrama operacional que regía en la zona de defensa IV y las facultades que él poseía como director de la Escuela de Comunicaciones, que tenía bajo su órbita el lugar donde acaecieron los hechos. 



Es por ello que debo descartar que tal procedimiento se haya llevado a cabo de manera fortuita, toda vez que a mi criterio no ha sido un hecho aislado, ajeno a su conocimiento, ni realizado fuera de la estructura militar a la que hiciéramos referencia en otros párrafos, lo que permitió y facilitó que personal perteneciente a Prefectura Naval Tigre realizara el operativo que culminaría con la captura del nombrado Mastinú, sin que personal subordinado de su Escuela pudiera interferir o frustrar el procedimiento en cuestión.



Por otra parte, la privación ilegal de la libertad de Santina Mastinú tuvo comienzo de ejecución en una jurisdicción ajena al encartado y, de acuerdo a las constancias del caso, la nombrada permaneció en ese estado dentro de un área que sí le pertenecía, circunstancia que fue de vital importancia para dar con el paradero de su hermano Martín; es por eso que no podría excusárselo sobre esa privación de la libertad por tratarse de un delito continuado. 



Ello es así, en razón a que en ningún momento surge de las pruebas de autos que la privación de la libertad de la prenombrada haya cesado o se viera interrumpida de manera alguna desde el instante en que fuera detenida en su domicilio hasta su posterior liberación, ocurrida luego de la captura de Mastinú. 



Respecto al descargo realizado por el encartado en esta judicatura, en nada modifica la responsabilidad que poseía. Razón por la cual, nada tengo que decir con relación a ello, remitiéndose a lo declarado anteriormente en esta causa.


Resulta poco creíble los escasos conocimientos que alegó poseer acerca de las circunstancias que rodeaban las diferentes detenciones de personas que se realizaban en aquellos años, teniendo en cuenta su jerarquía y posición que ostentaba.



En otras palabras, me resulta inverosímil que el encartado desconozca las diferentes operaciones que el personal a sus órdenes realizaba durante aquel período, circunstancia que me lleva a pensar que es tan solo un vano intento de mejorar su situación procesal.



Todo ello, me permite tener por acreditado los extremos de los hechos que se le pusieran en conocimiento al encartado en la forma en la que se le hiciera saber y la responsabilidad que “prima facie” le cabría por los mismos, lo que me lleva a dictar su procesamiento en virtud de los términos previstos en el art. 306 del C.P.P.N.



Calificación legal:



Llegado el momento de subsumir legalmente la conducta atribuida a Luis Sadí Pepa por estos sucesos en los tipos penales que correspondan, debo reiterar que se elegirán las versiones más benignas de esas figuras, por estricta aplicación del artículo 2 del Código Penal. 



En ese sentido deberá responder por el delito de privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas – dos (2) hechos - una de ellas, agravada por haber transcurrido más de un mes; las cuales concurren realmente entre sí, y a su vez con los que oportunamente fuera cautelado (art. 55 del C.P.), debiendo responder con carácter de partícipe primario (art. 45 del C.P.).



Respecto de las detenciones padecidas por Santina Mastinú y de Martín Mastinú, deben subsumirse en la figura de privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional (art. 77 del C.P.) y agravada por el uso de violencia y amenazas reiterado en dos hechos. 



De igual modo, y respecto de la privación de éste último debe atribuírsele además el agravante del artículo 142 inciso 5° del Código Penal, por haber transcurrido más de un mes.



Tal como se expuso, tanto el aspecto objetivo como subjetivo de la totalidad de las conductas que se le atribuyen, se encuentran satisfechas, puesto que por una parte se encuentra probado el especial elemento subjetivo del tipo referido; esto es, el carácter de funcionarios públicos o agentes de la autoridad, que tal como se vio, en todos los procedimientos actúo personal policial y militar, en forma conjunta o indistinta.



La mera circunstancia de que en el  procedimiento haya actuado personal vestido de civil, no excluye la responsabilidad del encartado, pues en el hipotético caso de que no haya sido personal del ejército -que no es el caso tratado- fue personal que estaba subordinado a ellos, a través de las dependencias correspondientes.



Entonces, y teniendo en consideración que los hechos aquí graficados fueron la consecuencia necesaria de la facilitación que le brindó al personal de Prefectura Naval Tigre para que actuara en una zona en la cual esa fuerza no tenía jurisdicción, entiendo que los mismos deben serle atribuidos con la calidad de partícipe primario, en los términos del art. 45 del Código Penal. 



Como se indicó, responderá de ese modo por la acreditación de estos hechos, con una atribución objetiva y subjetiva por haber tendido conocimiento y voluntad en la realización de esas acciones típicas, obrando con dolo directo en todos los casos a excepción del agravante del transcurso del tiempo respecto de Martín Mastinú, en el que actuó con dolo eventual.



En cuanto a lo dicho respecto del dolo eventual, de la autoría y la participación, tengo por reproducido lo expuesto al momento de tratar la calificación legal de Riveros para evitar estériles reiteraciones.



Finalmente los tipos penales detallados concursan materialmente entre sí, en los términos del art. 55 del C.P.



c.- Situación procesal de Juan Carlos Gerardi Roberto Julio Rossin, Alejandro Puertas y Héctor Omar Maldonado:



Corresponde aclarar que dada la similitud de los hechos reprochados a cada uno de los nombrados en el presente apartado y para un mejor orden de exposición, sus situaciones procesales deben ser tratadas en forma conjunta y así se hará.


 

Se encuentra acreditado que los nombrados Gerardi, Rossin, Puertas y Maldonado, prestaban servicios dentro de la Prefectura Naval Tigre durante el año 1976. Ello es así según las diferentes constancias glosadas al caso identificado con el número 135, y sus correspondientes legajos personales. 


  

Vale destacar que la fuerza a la que pertenecían se hallaba bajo la órbita de la Zona de Defensa IV, estando subordinados por ende a las directivas emanadas de las autoridades del Comando de Institutos Militares, ello de acuerdo a la cadena de retransmisión de órdenes; y dicho Comando fue el que les aportó los recursos humanos y materiales indispensables para realizar diferentes procedimientos en la lucha contra la subversión. 




En ese sentido, podemos decir que recibieron las directivas de tal Comando de Institutos Militares para proceder a la detención de una persona llamada Martín Mastinú, alias “El Tano”, quien, de acuerdo a las constancias de autos, se hallaba residiendo en la “isla Paicaribí”, de la zona del delta del Tigre. 




A esta altura, se observa como evidente que el ejército al haber tomado conocimiento de la ubicación en la que Mastinú se encontraba, se valió de personal idóneo y conocedor del lugar, para que su objetivo no se viera frustrado ante una eventual fuga que podría acontecer, en virtud de que se trataba de un sitio no convencional para la realización de un operativo.




Asimismo Gerardi, como jefe de la Prefectura Naval Tigre, a fin de tomar todos los recaudos necesarios para cumplir con la orden militar, conformó un grupo especializado con un acabado conocimiento del lugar, por su difícil acceso y localización, en el que debían capturar a esta persona. 




Sentado cuanto precede, podemos decir –siempre con el grado de certeza requerido para esta etapa del proceso- que el titular a cargo de la citada fuerza encomendó al resto de los nombrados, la detención de Mastinú, motivo por el cual fueron ellos, juntamente con personal militar, quienes se hicieron presentes el 22 de mayo de 1976 en la “isla Paicaribí”. Para lograr su cometido, entre otras cosas, dispararon contra Mario Bonarino Marras causándole su muerte, como así también al darse cuenta de que la persona buscada se había escapado, procedieron a llevarse de manera violenta a Emilia Rosa Zatorre, con el fin de interrogarla acerca del paradero de su cónyuge, dejándola en libertad el 10 de junio, en la citada isla. 




A los mismos fines, en un primer momento es que el 15 ó 16 de junio de ese año, detuvieron a la hermana de Martín, Santina Mastinú, en circunstancias en que había ido a la isla a buscar las pertenencias de su marido, el fallecido Mario Bonarino Marras, dejándola en libertad tres días después.




Por otra parte, volvieron a hacerle lo propio en su domicilio particular el siguiente 7 de julio, obligándola a conducirlos hasta la vivienda donde se hallaba refugiado su hermano, a quien pudieron finalmente detener. 




Es dable destacar que si bien es cierto que su misión habría finalizado con la captura de Mastinú, resulta inverosímil pensar que otro grupo de personas haya actuado en la nueva detención de Emilia Rosa Zatorre, puesto que, previo a detenerla en el nosocomio de la entonces Capital Federal, fueron directamente a buscarla al domicilio de su madre en la localidad de Beccar, quien les proporcionó los datos pertinentes para poder dar con la nombrada y así llevarla hasta la zona de Tigre, para alojarla en uno de los centros clandestinos de detención, donde escuchó la voz de su marido Martín Mastinú.




Todo ello, sumado a los distintos elementos probatorios que conforman el caso en trato, me permiten afirmar sin ningún tipo de dudas, que el grupo comandado por Gerardi y sus subordinados Rossin, Maldonado, Puertas y Porchetto, fue el que realizó cada uno de los procedimientos descriptos al comienzo de esta resolución, ya que eran quienes tenían conocimiento total sobre la zona del Delta, y que al fallar en el primer intento de detención de Mastinú, se vieron obligados a realizar el resto de los operativos.



Las circunstancias especiales y temporales en las que se habrían desarrollado los hechos relatados evidencian indudablemente que su único fin era la aprehender a Martín Mastinú; pues se advierte, a todas luces, que el motivo de las posteriores detenciones tuvo como origen el primer procedimiento frustrado. Debemos tener en cuenta cronológicamente, que cada vez que una de las víctimas era dejada en libertad, se producía la detención de otra, y que en todos los casos estas capturas tenían como único fin lograr dar con el paradero de Mastinú, para poder consumar su aprehensión. 



Tampoco debe pasarse por alto que muchos de estos procedimientos se consumaron en lugares ajenos a su jurisdicción, como ser los acontecidos en las localidades del Talar de Pacheco, San Isidro y Capital Federal, los que tuvieron como coincidencia que cada una de las personas allí detenidas eran llevadas directamente a la localidad de Tigre, para ser alojadas en la Prefectura Naval de esa localidad o en algún lugar anexo, conexo o lindante a esta, lo que confirma, a esta altura, que fue el mismo personal el que actuó en esos hechos. 



Como prueba de ello, vale recalcar que, de la compulsa de los legajos personales pertenecientes a los imputados, más precisamente de la foja de servicios correspondiente al año en que ocurrieron los hechos investigados, surge que se les ha reconocido su aptitud para realizar distintos procedimientos, patrullajes, e investigaciones. 




Del mismo modo, debe destacarse que tanto Emilia Zatorre como Santina Mastinú han podido reconocer y describir los lugares donde permanecieron privadas ilegalmente de su libertad y fueron interrogadas sobre el paradero de Mastinú mediante la aplicación de tormentos.



De igual forma, resulta relevante que estas dos mujeres, luego de que ocurrieran estos sucesos, han sido contestes en reconocer a las personas que participaron en cada uno de los procedimientos, como así también fueron coincidentes en la descripción que efectuaron sobre el vehículo que las conduzco hasta la citada dependencia, utilizada en aquel tiempo como centro clandestino de detención. 




Finalmente, cada uno de los argumentos vertidos adquieren significación al advertirse que existía una inteligencia previa para la consumación de estos hechos, prueba de lo expuesto se observa, por ejemplo, en que a pesar de haber transcurrido más de veinte días desde el primer hecho, y al ir Santina Mastinú a la isla a buscar las pertenencias de su marido fallecido, fue sorprendida por personal de seguridad, que la privó de la libertad y la interrogó sobre su hermano. Además, debe sumársele la circunstancia de que cuando llegó a la “Isla Paicaribí” y no encontró el personal actuante al individuo buscado, se llevaron directamente a su esposa. Esto me permite sostener la hipótesis de que efectivamente había una investigación anterior a estos sucesos puesto que tenían conocimiento de quienes resultaban ser los familiares de aquél, todo dirigido a lograr su objetivo.   



En consecuencia, considero que cuento con indicios suficientes que me permiten, con la probabilidad que este estadio procesal requiere, sostener la imputación que se les efectuara al momento de escucharlos en los términos del artículo 294 del Código de Forma. 




En cuanto a los descargos efectuados, en los que negaron su responsabilidad en los hechos que se les achacaran, a excepción de la detención de Martín Mastinú, considero que, si bien encuentran asidero en que los nombrados se encontraban subordinados a sus superiores jerárquicos y no podían desobedecer las órdenes que les eran impartidas, me resultan insuficientes para desvincularlos de su participación en aquellos, al menos a esta altura del proceso.



Digo esto en razón a que resulta poco creíble a criterio del suscripto que, dado el contexto en el que se encontraba el país, tal como fuera reconocido por Gerardi en cuanto a que se encontraban inmersos en la lucha contra la subversión, desconocieran que el procedimiento donde lograron detener a Martín Mastinú fuera ilícito, ya que no llevaban ninguna orden escrita, emanada de autoridad competente, lo que no podía ser desconocido por ninguno de ellos.




En este último sentido, la informalidad que tuvieron los diferentes procedimientos realizados, incluso fuera de la jurisdicción que ellos tenían asignada, me permite suponer, insisto, con el grado de precariedad que esta etapa del proceso requiere, que actuaron en ese itinerario delictivo a sabiendas de su ilicitud. En otras palabras, los allanamientos y detenciones perpetradas en aquél tiempo fueron materializados en todo concepto al margen de la ley, que lamentablemente culminaron con la tortura y/o muerte de algunas de las víctimas aprehendidas. 
   


Por ello, tampoco puedo creer la versión que sostienen en cuanto a que no han participado en el resto de los procedimientos cuando de las contundentes pruebas que obran en este expediente, específicamente las declaraciones de las testigos víctimas, Zatorre y Mastinú, surge que han sido reconocidos como aquellos que procedieron a sus detenciones, como bien valoré oportunamente. 



Asimismo también quiero decir que si bien Gerardi manifestó que el procedimiento fue organizado por su segundo jefe de apellido Sager, de ninguno de los listados pertenecientes a la dependencia a la que el comandaba, surge que haya pertenecido en aquellos tiempos a esa fuerza, lo que me lleva a pensar que esos dichos resultan una estrategia para desvincularse de los hechos enrostrados.




Por otra parte, en cuanto a las declaraciones testimoniales que prestaran oportunamente, resulta inverosímil que, dadas las características del hecho en el que habían participado, Puertas y Maldonado manifiesten que las firmaron sin leerlas desconociendo su contenido, cuando ya habían adquirido experiencia dentro de su profesión, dado que esas declaraciones fueran brindadas en el año 1985.




De la misma manera, de la lectura de las declaraciones indagatorias prestadas por Rossin y Puertas, advierto cierta contradicción en cuanto a la existencia de calabozos y detenidos dentro de la dependencia de Prefectura Naval Tigre, en cuanto que uno de ellos la niega. Dicha circunstancia me permite reforzar mi convicción en cuanto a que los descargos de los nombrados a esta altura del proceso son poco creíbles frente a las constancias de autos.



Para finalizar, y a modo de conclusión a lo analizado precedentemente frente al cuadro cargoso de pruebas obrantes en su contra, entiendo que cada una de sus versiones deben ser consideradas en principio como un mero intento de mejorar su situación en este proceso.   



Calificación legal:





Ahora bien, llegado el momento de subsumir legalmente las conductas atribuidas a cada uno de los nombrados por estos sucesos en los tipos penales que correspondan, se elegirán las versiones más benignas, por aplicación del artículo 2 del Código Penal. 




En ese sentido deberán responder por el delito de allanamiento ilegal – un (1) hecho -; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas – cinco (5) hechos -; una de ellas, agravada por haber transcurrido más de un mes; imposición de tormentos – cinco (5) hechos -; y homicidio agravado por haber sido cometido por tres o más personas – un (1) hecho -; todos los cuales concurren realmente entre sí (art. 55 del C.P.).




En cuanto al ingreso al domicilio ubicado en la calle Canadá y Gelly y Obes, de la Localidad del Talar de Pacheco, Provincia de Buenos Aires, sin las formalidades exigidas por la ley, debe encuadrarse en el tipo penal de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.).




Respecto de las detenciones padecidas por Santina Mastinú, Emilia Rosa Zatorre, en dos oportunidades cada una, y de Martín Mastinú, deben subsumirse en la figura de privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional (art. 77 del C.P.) y agravada por el uso de violencia y amenazas reiterado en cinco hechos. 




De igual modo, y respecto de la privación de éste último debe atribuírseles además el agravante del artículo 142 inciso 5° del Código Penal, por haber transcurrido más de un mes.




En cuanto a las torturas físicas que padecieran Emilia Rosa Zatorre y Santina Mastinú, deben encuadrarse dentro de la figura legal de imposición de tormentos, reiterado en dos hechos. A su vez la circunstancia de que las nombradas estuvieran alojadas en condiciones inhumanas de detención dentro de centros clandestinos conforme detallaran las víctimas, implica un grave menoscabo físico y psíquico que debe ser equiparado a la imposición de tormentos, reiterado en tres hechos (art. 144 ter. primer párrafo del C.P. según texto ley 14.616). 



Respecto del fallecimiento de Mario Bonarino Marras, éste debe ser encuadrado dentro de la figura de homicidio agravado, por el concurso de tres o más personas. Esto es así, por cuanto al momento de apersonarse a la “Isla paicaribí”, la víctima se encontraba en condiciones de inferioridad numérica en cuanto a la forma en la que intervinieron en el procedimiento que terminó con su vida, como así también en inferioridad material, porque no contaba con armamento alguno para repeler su accionar. 




Esta circunstancia hizo que actuaran con total seguridad sin que sus vidas corrieran peligro, configurándose en consecuencia el tipo penal y el agravante del tipo en análisis (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642).

 


Concluida la subsunción legal de los tipos penales enrostrados, podemos decir que de cada una de las conductas atribuidas se da tanto el aspecto objetivo como el subjetivo, puesto que para su consumación, actuaron en forma conjunta o indistinta funcionarios públicos.




Primeramente, y sobre el Prefecto Juan Carlos Gerardi, no existen indicios que me hagan suponer que haya actuado en los eventos investigados de mano propia, en razón al cargo ocupaba dentro de la fuerza; motivo por el cual, estimo que su accionar debe ser subsumido en los tipos penales analizados en calidad de partícipe primario (artículo 45 del Código Penal), ya que del plexo probatorio reunido en autos surge que para llevar a cabo las conductas desplegadas se contó con la intervención de sus subordinados directos.


 

Respecto de Rossin, Puertas y Maldonado responderán como coautores, en los términos del artículo 45 del Código Penal, pues sostengo que fueron parte de la comitiva que actuó de mano propia en cada uno de los procedimiento realizados entre el 22 de mayo y 8 de julio de 1976; teniendo los nombrados pleno dominio del hecho para la consumación de los delitos aquí tratados, a excepción de los tormentos padecidos por Zatorre y Mastinú, toda vez que no consta en autos que hayan actuado de propia mano en las torturas que sufrieran pero sí hicieron un aporte imprescindible para que ello pudiera suceder.




En éste último sentido, es sabido que son coautores los que toman parte en la ejecución de un hecho, codominándolo. Su particularidad es que el dominio de uno o varios hechos es común a varias personas. Entonces, coautor será quien, en posesión de las cualidades personales de autor, sea portador de la decisión común respecto del hecho y en virtud de ello tome parte en su ejecución, circunstancias -en principio- acreditadas, pues existió un plan común con el objetivo de eliminar el accionar subversivo, y los mencionados integraron el último eslabón de esa cadena de mandos.



Como se indicó, responderán de ese modo por la acreditación de estos hechos, con una atribución objetiva y subjetiva por haber tenido conocimiento y voluntad en la realización de esas acciones típicas, obrando con dolo directo en todos los casos a excepción del agravante del transcurso del tiempo respecto de Martín Mastinú en el que actuaron con dolo eventual.

 


Finalmente los tipos penales detallados concursan materialmente entre sí, en los términos del art. 55 del C.P.



d.- Situación procesal de Juan Carlos Camblor, José Norberto Ismael Maiolo, y José Luis Porchetto. 




Se desprende de las diferentes constancias anexadas a la presente causa fue Juan Carlos Camblor estuvo a cargo de la Escuela de Ingenieros durante el año 1976 que correspondía al área 410 asignada al Partido de Tigre donde ocurriera la muerte de Mario Bonarino Marras, como así también las privaciones ilegales de la libertad de Emilia Rosa Zatorre y de Santina Mastinú, ésta última en dos oportunidades. 




Con respecto a José Norberto Ismael Maiolo, el nombrado, fue el titular de la Comisaría de Tigre 1° durante el año 1976, sede en la cual Emilia Rosa Zatorre estuvo privada ilegítimamente de su libertad y recibió pasajes de corriente eléctrica. 




José Luis Porchetto era suboficial de la Prefectura Naval Tigre también durante el año indicado en el párrafo anterior, y fue una de las personas que participó en cada uno de los procedimientos que fueran descriptos al comienzo de este interlocutorio, llevados a cabo para dar con el paradero de Martín Mastinú.




A esta altura, si bien correspondería tratar las eventuales responsabilidades que pudieran caberles en lo hechos en estudio a cada uno de ellos, he de decir que, conforme fuera informado, los nombrados se encuentran fallecidos, tal como surge de los certificados de defunción correspondientes a cada uno de ellos, obrantes a fojas 515, 540 y 542 del caso n° 135 anexado a la presente.  




En virtud de ello, y en los términos del artículo 59, inciso 1° del Código Penal, es que debe declararse extinguida la acción penal respecto de los nombrados, y en consecuencia dictar sus correspondientes sobreseimientos en razón a lo estipulado en el artículo 336, inciso 1° en función del artículo 334, todos del CPPN. 

          
VI.- Medidas cautelares:




a) En cuanto a la forma que deberán soportar el proceso cada uno de las personas indagadas por el caso n°135, anexado a este expediente entiendo que en virtud a la calificación legal en la que se subsumen los hechos imputados corresponde convertir sus actuales detenciones en prisión preventiva por estricta aplicación del artículo 312 del Código de Forma.




Al respecto, considero que la penalidad de los hechos investigados y la gravedad de los mismos al ser considerados delitos de lesa humanidad resultan ser parámetros objetivos que me impiden conceder sus excarcelaciones y ante una ocasional soltura de los encausados implicaría que, con el devenir de esta pesquisa, los lleve, eventualmente, a eludir el accionar de la justicia y frustrar así el descubrimiento de la verdad.




En este último sentido, sus detenciones se presentan, a esta altura de los acontecimientos, como necesarias e indispensables para que este Juzgado culmine con el presente proceso en un plazo razonable; no resultando estas medidas cautelares excesivas dada la entidad de los hechos endilgados como así también que el gravamen que provoca no puede ser mayor a las posibles consecuencias del juicio que sustenta la medida (Cfr. Fallo ALAIS, Ernesto Arturo s/recurso de casación, Causa nro. 5941 –SALA IV de fecha 10/4/06).

         

b) Por último, en virtud del temperamento al que ha de arribarse, corresponde el dictado de un embargo sobre los bienes y/o dinero de cada uno de los incusos, a fin de garantizar la pena pecuniaria, la indemnización civil y las costas del proceso (art. 518 y concordantes del Código Procesal Penal de la Nación).




Por ello, considero que el perjuicio ocasionado, como así también la posibilidad de que hayan que afrontar costas del juicio –como ser el pago de los honorarios profesionales que intervengan, gastos derivados del trámite y la posible pena pecuniaria que podría derivar en caso de una condena-, entiendo pertinente fijar un monto prudente como medida cautelar, a fin de cubrir los fines reseñados.




Por las consideraciones de hecho vertidas a lo largo de la presente resolución y de conformidad con lo normado por los artículos 306 y concordantes del Código Procesal Penal de la Nación, es que y así; 

         

RESUELVO:



I.- AMPLIAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de SANTIAGO OMAR RIVEROS, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” partícipe necesario de los delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.) un hecho; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en cinco hechos, una de ellas agravadas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.), imposición de tormentos reiterado en cinco hechos (Art. 144 ter. primer párrafo –Ley 14.616-) y homicidio (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642), todos los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y MANTENER SU ACTUAL PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).
 


II.- MANTENER EL EMBARGO oportunamente dispuesto en la presente causa sobre sus bienes y dinero.




III.- AMPLIAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de LUIS SADI PEPA, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” partícipe necesario de los delitos de privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en dos hechos, una de ellas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.) los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y MANTENER SU ACTUAL PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).
 


IV.- MANTENER EL EMBARGO oportunamente dispuesto en la presente causa sobre sus bienes y dinero.

 


V.- DECRETAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de JUAN CARLOS GERARDI, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” partícipe necesario de los delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.) un hecho; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en cinco hechos, una de ellas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.), imposición de tormentos reiterado en cinco hechos (Art. 144 ter. primer párrafo –Ley 14.616-) y homicidio (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642), todos los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y CONVERTIR SU ACTUAL DETENCION EN PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).



VI.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre sus bienes o dinero hasta cubrir la suma de pesos quince mil ($ 15.000.-) para lo cual se librará el correspondiente mandamiento que diligenciará el Sr. Oficial de Justicia del Tribunal (art. 518 del C.P.P.N).-




VII.- DECRETAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de ROBERTO JULIO ROSSIN, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” coautor de los delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.) un hecho; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en cinco hechos, una de ellas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.), y homicidio (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642); y como partícipe necesario de la imposición de tormentos reiterado en cinco hechos (Art. 144 ter. primer párrafo –Ley 14.616-); todos los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y CONVERTIR SU ACTUAL PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).
 


VIII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre sus bienes o dinero hasta cubrir la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-) para lo cual se librará el correspondiente mandamiento que diligenciará el Sr. Oficial de Justicia del Tribunal (art. 518 del C.P.P.N).-




IX.- DECRETAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de ALEJANDRO PUERTAS, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” coautor de los delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.) un hecho; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en cinco hechos, una de ellas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.), y homicidio (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642); y como partícipe necesario de la imposición de tormentos reiterado en cinco hechos (Art. 144 ter. primer párrafo –Ley 14.616-); todos los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y CONVERTIR SU ACTUAL PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).
 


X.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre sus bienes o dinero hasta cubrir la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-), para lo cual se librará el correspondiente mandamiento que diligenciará el Sr. Oficial de Justicia del Tribunal (art. 518 del C.P.P.N).-




XI.-DECRETAR EL AUTO DE PROCESAMIENTO de HECTOR OMAR MALDONADO, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por considerarlo “prima facie” coautor de los delitos de allanamiento ilegal (art. 151 del C.P.) un hecho; privación ilegal de la libertad cometida por abuso funcional y doblemente agravada por violencia y amenazas reiterada en cinco hechos, una de ellas por haber transcurrido más de un mes (art. 144 bis inciso 1° y último párrafo –Ley 14.616-, en función del art. 142 incisos 1° y 5° -Ley 20.642- y 77 todos del C.P.), y homicidio (art. 80 inc. 4 del C.P. según Ley 20.642); y como partícipe necesario de la imposición de tormentos reiterado en cinco hechos (Art. 144 ter. primer párrafo –Ley 14.616-); todos los cuales, concurren realmente entre sí (art. 55 y 45 del C.P.) y CONVERTIR SU ACTUAL PRISIÓN PREVENTIVA en la modalidad que se viene llevando a cabo (arts. 306, 312 y ccdtes. del CPPN).
 


XII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre sus bienes o dinero hasta cubrir la suma de pesos diez mil ($ 10.000.-), para lo cual se librará el correspondiente mandamiento que diligenciará el Sr. Oficial de Justicia del Tribunal (art. 518 del C.P.P.N).-



XIII.- DECLARAR EXTINGUIDA LA ACCION PENAL CON RELACIÓN A JUAN CARLOS CAMBLOR, JOSE NORBERTO ISMAEL MAIOLO, Y JOSE LUIS PORCHETTO, de sus demás condiciones personales obrantes en autos, por la muerte de los imputados (Art. 59 inc. 1° del C.P.) y en consecuencia SOBRESEERLOS en la presente causa (Art. 336, inc. 1°, en función del 334 del CPPN).



XIV.- NOTIFICAR A LOS IMPUTADOS de lo aquí resuelto. A tal fin, ordénense los traslados correspondientes mediante oficios de estilos; y respecto de Juan Carlos Gerardi notifíqueselo librándose exhorto al Sr. Juez Federal en lo Criminal y Correccional a cargo del Juzgado en Turno de Mar del Plata, provincia de Buenos Aires. 

          
XV.- Notificar a los interesados, tómese razón en los registros respectivos y dejase constancia en el caso 135 y firme que se encuentre comuníquese a quien corresponda.




Ante mí:

En  / /  del mismo notifiqué al Sr. Agente Fiscal y firmó DOY FE.

En la misma fecha se libraron cédulas de notificación y se cumplió con lo ordenado. CONSTE.

